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011621-10-04-12
Bogotá D.C., 

Doctora
Ana Marcela Calderon Carvajal  

marcecalderon@hotmail.com
Instituto Municipal de Cultura, Recreación y
Deporte de Zipaquirá

Asunto:

 Consulta radicada bajo el No 1-2012-020916
Tema:

 Contratación estatal
Subtema:
Requisitos para la ejecución de los contratos.
Doctor  Sanabria:
En atención a la solicitud contenida en la comunicación recibida por correo electrónico y radicada bajo el No. 1-2012-020916, nos permitimos dar respuesta, no sin antes advertir que ésta se dará dentro del ámbito de nuestra competencia de conformidad con lo establecido en el Decreto 4712 de 2009, de forma general y abstracta y en los términos del artículo 25 del Código Contencioso Administrativo, según el cual los conceptos emitidos por este Despacho no son obligatorios ni vinculantes.
Consulta:

“Somos Instituto Municipal de Cultura, Recreación y Deporte de Zipaquirá, descentralizado de la Alcaldía Municipal  Quiero aclarar una situación que se presenta en mi entidad con la oficina jurídica, ya que las actas de inicio de los contratos se están realizando con la fecha de expedición de la póliza sin tener en cuenta la fecha de registro presupuestal que esta llegando aquí a la oficina financiera con fecha posterior, quisiera saber con que fecha debe ser y que norma rige este procedimiento.”

Respuesta:

En primera instancia es importante anotar que al  tenor de lo previsto en los artículos 352 y 353 de la Constitución Política,  en materia  presupuestal,  las entidades territoriales se encuentran sujetas para el manejo de su presupuesto, a los principios contenidos en la Carta Política, a las normas presupuestales que con carácter territorial han debido expedirse en armonía con lo dispuesto por el Estatuto Orgánico del Presupuesto – Decreto 111 de 1.996  o por éste, en ausencia de las mismas. 

De conformidad con lo prescrito en los artículos 104 y 109 del Decreto 111 de 1.996  “Por el cual se compilan la Ley 38 de 1.989, la Ley 179 de 1.994 y la Ley 225 de 1.995 que conforman el Estatuto Orgánico del Presupuesto”,  a más tardar el 31 de diciembre de 1996 las entidades territoriales debieron ajustar las normas sobre programación, elaboración, aprobación y ejecución de sus presupuestos a las normas previstas en la ley Orgánica de Presupuesto, adaptándolas a la organización y condiciones de cada entidad territorial.  En el evento en que no hubiesen expedido las normas, aplicarán lo dispuesto en la ley Orgánica de Presupuesto en lo que fuere pertinente. 

Los artículos 345 y 346 de la Constitución Política, relativos al presupuesto, consagran lo que la doctrina y la jurisprudencia han denominado el principio de legalidad del gasto público, en virtud del cual, el recaudo y ejecución  de los recursos públicos debe manejarse de conformidad con reglas y procedimientos predeterminados y contables, de manera que, para que una erogación pueda ser efectivamente realizada, tiene que haber sido previamente decretada por ley, ordenanza o acuerdo, e incluida dentro del respectivo presupuesto.

En el tema de los compromisos, las normas orgánicas de presupuesto han previsto el certificado de disponibilidad, con el cual se persigue dar seguridad al Estado y a las partes, en cuanto garantiza que los recursos necesarios para atenderlos se encuentran apropiados y no tienen afectación presupuestal previa, de modo que aquellos puedan ser ejecutados en forma oportuna y adecuada.

El artículo 71 del Decreto 111 de 1.996 prescribe:

“Artículo 71. Todos los actos administrativos que afecten las apropiaciones presupuestales deberán contar con certificados de disponibilidad previos que garanticen la existencia de apropiación suficiente para atender estos gastos.

Igualmente, estos compromisos deberán contar con registro presupuestal para que los recursos con él financiados no sean desviados a ningún otro fin.  En este registro se deberá indicar claramente el valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar.  Esta operación es un requisito de perfeccionamiento de estos actos administrativos.

En consecuencia, ninguna autoridad podrá contraer obligaciones sobre apropiaciones inexistentes, o en exceso del saldo disponible, o sin la autorización previa del CONFIS o por quien éste delegue, para comprometer vigencias futuras y la adquisición de compromisos con cargo a los recursos del crédito autorizados. (...)”

El artículo 19 del Decreto 568 del 21 de marzo de 1.996 “Por el cual se reglamentan las Leyes 38 de 1.989, 179 de 1.994 y 225 de 1.995 Orgánicas del Presupuesto General de la Nación” en el artículo 19 dispone:

“El certificado de disponibilidad es el documento expedido por el jefe de presupuesto o quien haga sus veces con el cual se garantiza la existencia de apropiación presupuestal disponible y libre de afectación para la asunción de compromisos.

Este documento afecta preliminarmente el presupuesto mientras se perfecciona el compromiso y se efectúa el correspondiente registro presupuestal.  En  consecuencia, los órganos deberán llevar un registro de éstos que permita determinar los saldos de apropiación disponibles para expedir nuevas disponibilidades”
El artículo 20 ibídem, dispone:

“El Registro Presupuestal es la operación mediante la cual se perfecciona el compromiso y se afecta en forma definitiva la apropiación, garantizando que ésta no será desviada a ningún otro fin.  En esta operación se debe indicar claramente el  valor y el plazo de las prestaciones a las que haya lugar.”
De otra parte,  en relación con la obligatoriedad de  los contratistas de constituir garantías para el cumplimiento de las obligaciones surgidas del contrato, debe tenerse en cuenta lo prescrito en el artículo 7 de la ley 1150 de 2007 reglamentado por el Decreto 1430 de 2010

En relación  con los requisitos de ejecución de los contratos estatales,  el  inciso segundo del artículo 41 de la ley 80 de 1993 modificado por el artículo 23 de la ley 1150 de 2007  prescribe:  “Para la ejecución   se  requerirá   de   la aprobación   de la garantía y  de la existencia de   las disponibilidades presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con recursos de vigencias fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto..”

Ahora bien, aunque en las normas  que rigen la contratación pública (leyes 80 de 1993, 1150 de 2007 y sus decretos reglamentarios) no existe disposición alguna que establezca  que el acta de iniciación (mediante la cual se establece la fecha de iniciación y ejecución de los contratos) deba suscribirse con posterioridad al registro presupuestal y a la aprobación de las garantías de cumplimiento de las obligaciones del contratista, del análisis normativo anteriormente citado, es dable colegir que  previamente a su elaboración y suscripción,   debe contarse con el registro presupuestal y con la aprobación por parte de la entidad contratante,  de las garantías de cumplimiento, toda vez que éstos documentos constituyen un requisito de ejecución  del respectivo contrato.
Cordial saludo, 

Luis Fernando Villota Quiñones

Subdirector

Subdirección de Fortalecimiento Institucional Territorial

Dirección General de Apoyo Fiscal

Revisó: Luis Fernando Villota Quiñones

Elaboró: Esmeralda Villamil L.
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